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Prólogo


En los debates de la campaña para la elección de un nuevo presidente de Colombia, que tomará posesión de su cargo el 7 de agosto de este año, el Acuerdo de Paz con las FARC ha ocupado un lugar relativamente secundario, quizá por falta de interés de la gente, o porque los candidatos tienen muy poco que decir al respecto. Sin embargo, y con independencia de la filiación política del nuevo presidente, el libro de Andrés García —El acuerdo por cumplir. Paz y desarrollo rural en Colombia— les sería de mucha utilidad al nuevo presidente y a sus asesores en lo tocante a la ejecución de la Reforma Rural Integral, cuyos objetivos, lineamientos y programas fueron acordados en mayo de 2013 en La Habana (Cuba) e incorporados en el Acuerdo Final en septiembre de 2016. Cabe recordar que para el cumplimiento de las metas de asignación de tierras y formalización de propiedades, y para el desarrollo de los planes nacionales sectoriales y los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), el Acuerdo fijó un plazo de quince años, del cual ya han transcurrido seis.


Aparte de su utilidad para la definición de la política de paz del próximo Gobierno, el libro de García es una destacada contribución al conocimiento (teórico y empírico) de los cambios potenciales que en la política rural pueden ocurrir en procesos de paz o de “transiciones negociadas”, como el reciente proceso de paz en Colombia, cuyas peculiaridades el autor documenta y analiza con todo detalle, a la luz no solo del proceso interno, sino en comparación con otros acuerdos de paz que incorporan temas agrarios, como los de Guatemala, El Salvador y Nepal. De su análisis comparado, García concluye que el acuerdo sobre la Reforma Rural Integral, suscrito por el Gobierno colombiano y las FARC, es “más sólido desde el punto de vista de alcance y especificidad” que los acuerdos antes mencionados.


De su comparación internacional, muy poco usual en los estudios colombianos, García presenta una síntesis muy sugerente en el capítulo de conclusiones. La perspectiva comparada también se advierte en su referencia a la hipótesis de muchos estudiosos de las políticas rurales en América Latina, según la cual “las democracias de los países en desarrollo enfrentan enormes restricciones y una fuerte oposición de la élite rural, sin que importe la presión desde abajo [a la hora de adoptar políticas rurales redistributivas]”. De acuerdo con quienes sostienen esta hipótesis, “[las reformas agrarias redistributivas han ocurrido] en regímenes autocráticos que cuentan con la concentración de poder y los incentivos suficientes para enfrentar las élites liberales. Los regímenes democráticos pueden llevar a cabo reformas menores como distribución de baldíos y reformas agrarias negociadas”. Hipótesis aplicable no solo a la Reforma Rural Integral del reciente acuerdo de paz, sino también a las leyes de reforma agraria expedidas en Colombia en 1961, 1988 y 1994, respectivamente, y a las políticas de adjudicación de baldíos, que en el caso colombiano es la que ha tenido mayor continuidad histórica.


Entre las cualidades académicas del trabajo de García sobresale así mismo la elaboración de un enfoque conceptual sobre los cambios en la política rural en países que experimentan “transiciones negociadas”. La novedad de este enfoque es la interrelación de tres perspectivas teóricas que, por lo general, sostiene el autor, no dialogan entre sí, a saber: 1) la economía política agraria; 2) la negociación e implementación de acuerdos de paz que incorporan componentes agrarios; y 3) los cambios institucionales y en las políticas de desarrollo rural. Con apoyo en ese enfoque, el autor analiza las dinámicas políticas, económicas e institucionales que determinan las posibilidades de cambio rural en el contexto de transiciones negociadas. Tanto el análisis del caso colombiano como la comparación con acuerdos de otros países están guiados por las siguientes preguntas:


1) ¿Qué factores activan los diálogos de paz y la inclusión de un punto de desarrollo rural en la agenda de negociación


2) ¿Cuál es el alcance y el contenido del desarrollo rural como componente de un acuerdo de paz


3) ¿Cuáles son sus consecuencias o resultados distributivos


4) ¿Qué factores políticos obstaculizan o facilitan la implementación de las medidas acordadas?


Cabe subrayar por último el buen aprovechamiento del conocimiento y la experiencia de García como asesor del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y de la Alta Consejería de Paz, bajo la dirección de Sergio Jaramillo. Esto es evidente en la sólida documentación de los temas analizados como en el examen crítico de factores internos del gobierno de Santos que terminarían por obstaculizar el cabal cumplimiento de lo acordado en La Habana. Hay que señalar así mismo la investigación teórica y empírica que el autor llevó a cabo para su tesis doctoral. Todo lo cual contribuyó al distanciamiento de sus propias percepciones como asesor del Gobierno, no sin aprovechar las ventajas de esta función para dar cuenta de aspectos y detalles relevantes que un observador externo difícilmente podría captar.


También es notable la variedad y la riqueza de las fuentes documentales e igualmente la exhaustiva revisión bibliográfica, tanto de textos históricos conocidos como de nueva bibliografía de ciencia política, economía agraria y teorías sobre transiciones negociadas. Y entre las fuentes de primera mano, se consideran específicamente interesantes las entrevistas del autor (cincuenta semiestructuradas y ciento diez informales) con funcionarios, dirigentes gremiales, dirigentes de las FARC, diplomáticos y académicos, entre otros, que muestran la diversidad de opiniones y percepciones sobre el proceso de paz y los obstáculos internos y externos para el cumplimiento de lo acordado en el punto agrario. A continuación se hace referencia a algunos aspectos e hipótesis del libro que parecen particularmente relevantes.


I. LA INCLUSIÓN DEL TEMA AGRARIO EN LA AGENDA DE NEGOCIACIÓN


García atribuye bastante importancia a las ideas de los negociadores del Gobierno en la inclusión del tema agrario en la agenda de negociación de La Habana, tema que como es sabido era una cuestión de particular significación histórica para las FARC. Afirma el autor que la inclusión del punto agrario en la agenda fue sugerida por el alto consejero de paz, Sergio Jaramillo, asesor muy cercano a Santos desde cuando era su viceministro de Defensa. En pocas palabras: Jaramillo consideraba que el desarrollo rural era una herramienta clave para la estabilidad de la paz, la seguridad y la construcción de Estado en los territorios, y “un puente de oro” para acercar y producir confianza entre las partes y facilitar el tránsito de las FARC a la política. La posición de Jaramillo fue reforzada por el importante asesor inglés Jonathan Powell, que había sido jefe de gabinete de Tony Blair y consejero principal del Reino Unido en los diálogos con el Ejército Republicano Irlandés (IRA, por sus siglas en inglés) que concluyeron con el Acuerdo de Viernes Santo, el cual sostenía que para tener éxito en las negociaciones “la agenda de negociación [debía] incluir las exigencias históricas de las FARC”.


Por otra parte, para el gobierno de Santos un antecedente clave para tener en cuenta en las negociaciones era el (relativo) éxito del Plan de Consolidación Territorial de la Macarena (PCIM), que precisamente había sido formulado y ejecutado por Jaramillo como viceministro de Santos. De acuerdo con Álvaro Balcázar, director del PCIM y luego director de Unidad Especial para la Consolidación Territorial, creada por la administración Santos, el componente agrario de dicho plan consistió en: 1) apoyo a la agricultura familiar y a las asociaciones de pequeños productores; 2) enfoque territorial del desarrollo rural; y 3) énfasis en la participación de la comunidad en la toma de decisiones.


La idea de la paz territorial, concebida por Jaramillo a partir de su experiencia como viceministro de Defensa, aunque mucho más sofisticada, es similar a políticas y planes contrainsurgentes anteriores que incluían programas sociales especiales como el Plan Nacional de Rehabilitación. En efecto, el PCIM era un plan contrainsurgente.


Entre los puntos de referencia en las discusiones del punto agrario, García pone de relieve el proyecto de ley sobre desarrollo rural, elaborado por el entonces ministro de Agricultura, Juan Camilo Restrepo, y sus asesores, algunos de cuyos componentes ciertamente fueron incorporados al acuerdo sobre la Reforma Rural Integral (RRI). Además, tanto los delegados del Gobierno como de las FARC tuvieron a su disposición el Informe de Desarrollo Humano del PNUD-2011 —Colombia. Razones para la esperanza—, del cual dice García que “tradujo para Colombia normas y enfoques globales, como el concepto de la RRI, retomado en La Habana como noción orientadora del acuerdo agrario”. Por lo demás, los dos documentos coinciden en la concepción del desarrollo rural como una política integral que, además de la asignación de tierras al campesinado y a los trabajadores rurales, incluye la provisión de bienes y servicios públicos a la población rural y una visión dinámica del territorio. Otro argumento clave de las discusiones en La Habana es la relevancia que, en el contexto internacional de la globalización, han adquirido los temas agrarios en general y la producción de alimentos en particular.


De acuerdo con García, y algunos documentos de las negociaciones en La Habana, el principal tema de desacuerdo sobre el punto agrario fue la distribución de la tierra, pues las FARC exigían la eliminación del latifundio, reivindicación central de su programa agrario revolucionario de 1964, y la adjudicación de veinte millones de hectáreas a los campesinos. Para explicar la posición de las FARC, el autor analiza las posturas en torno a la cuestión agraria que sostuvieron en sus conferencias y en acuerdos de paz anteriores. Según él, las FARC, además de su apego simbólico al programa agrario de 1964, tenían en mente su base social, conformada primordialmente por los colonos del sur y los cocaleros. A lo cual se agrega el hecho de que el setenta y seis por ciento de sus miembros en 2016 eran de origen rural, y del Secretariado, seis de nueve miembros eran campesinos.


Pero a pesar de las fuertes divergencias en el diagnóstico y las soluciones del problema agrario entre el Gobierno y luego redujeron a diez, después de seis meses de arduas discusiones, las dos partes decidieron dejar de lado la discusión sobre la relación entre el problema agrario, el origen de las FARC y la perdurabilidad del conflicto armado1, y lograron finalmente un terreno común en la búsqueda de soluciones de fondo para elevar el nivel de vida de la población rural, disminuir la brecha campo-ciudad y darle una base sólida y duradera a la paz en los territorios. Según García, el autor de la “narrativa” de esa articulación, expresada en la idea de la “paz territorial”, fue Sergio Jaramillo, quien por lo demás comprendía la importancia simbólica del tema agrario para las FARC y consideraba que un acuerdo en esta materia era “el puente de oro” para avanzar en los demás puntos de la agenda de negociaciones. De parte de las FARC, fue Mauricio Jaramillo (alias el Médico) quien desempeñó un papel fundamental en la negociación de este punto.


Ese terreno común se expresaría en la definición general del significado y de los objetivos primordiales de la Reforma Rural Integral: “[…] la Reforma Rural Integral, en adelante RRI, sienta las bases para la transformación estructural del campo, crea condiciones de bienestar para la población rural —hombres y mujeres— y de esa manera contribuye a la construcción de una paz estable y duradera”.


II. LA PAZ COMO VENTANA DE OPORTUNIDAD PARA UNA POLÍTICA RURAL DISTRIBUTIVA


A lo largo del texto, García fundamenta la hipótesis según la cual “el proceso de paz [con las FARC] creó una coyuntura crítica, es decir, una ventana de oportunidad excepcional para establecer una ambiciosa agenda rural distributiva”. Pero al examinar los actores involucrados (directa e indirectamente) y los factores propicios y adversos al cambio distributivo que pretende la Reforma Rural Integral, el balance entre unos y otros termina, según el autor, en un cierre de esa “ventana de oportunidad” que él atribuye a dos factores coyunturales: la oposición política de la derecha y las inconsistencias y la débil capacidad institucional del gobierno de Santos para cumplir lo acordado en el punto agrario, y a un factor estructural: “la trayectoria del statu quo de la política rural”. El cierre de la ventana de oportunidad para un cambio distributivo en la política rural se expresa no solo en la oposición política del expresidente Uribe Vélez y su partido político, y de gremios como la Federación Colombiana de Ganaderos (Fedegán) y la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC), sino también en la ejecución lenta y parcial de la política de cambio distributivo durante los dos últimos años de la administración Santos y aún más durante el gobierno de Duque, cuya ambigüedad frente a los compromisos del acuerdo de paz es bien conocida. Sin embargo, García reconoce el avance en los dieciséis PDET de parte de la Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, bajo la dirección de Emilio Archila.


Ahora bien, entre los actores y factores adversos (externos al Gobierno), García atribuye un papel clave a la oposición política a las negociaciones y al acuerdo de paz, liderada por Uribe Vélez y su movimiento el Centro Democrático, e igualmente, a la oposición de las “élites rurales”, que se han caracterizado por una “trayectoria de statu quo” en materia de políticas agrarias y han sido adversas a cambios distributivos y aún más a los redistributivos. Como bien lo documenta el autor, uno de los principales éxitos de la oposición al Acuerdo de La Habana, fue el triunfo del no en el plebiscito de refrendación de octubre de 2016, resultado que le restó legitimidad al acuerdo de paz e implicó una revisión de este que incorporó modificaciones propuestas por representantes de la oposición, algunas de las cuales limitaron el alcance de la RRI.


Y entre los factores internos que han obstaculizado la ejecución de los planes y programas de la RRI, García pone en evidencia, por un lado, la insuficiente capacidad institucional y la descoordinación de las agencias estatales responsables de las políticas rurales y, por otro lado, los efectos negativos de las concesiones burocráticas del presidente Santos a los sectores de la coalición del gobierno de su segunda administración, como el nombramiento, en los principales cargos directivos del sector rural, de políticos con agenda propia y muy poco interesados en poner en marcha la política de desarrollo rural acordada por el Gobierno y las FARC.


La tendencia al fracaso, o los escasos resultados, de los programas de reforma agraria en Colombia —más distributivos que redistributivos—, infortunadamente parece repetirse tempranamente en el caso de la Reforma Rural Integral. Sin embargo, todavía no ha transcurrido el tiempo suficiente para hacer una evaluación a fondo de la ejecución de las políticas y programas constitutivos de ella.


III. LAS ÉLITES RURALES ANTE LAS NEGOCIACIONES DE PAZ Y LA REFORMA RURAL INTEGRAL


Las políticas agrarias que en Colombia han buscado beneficiar principalmente al campesinado y a las comunidades étnicas por lo general han sido promulgadas en situaciones de agudo conflicto social o de violencia —como en las décadas de 1930 y 1960— y en contextos de conflicto armado y negociaciones de paz con grupos insurgentes —como en las décadas de 1980, 1990 y 2010—. Es sabido, sin embargo, que la ejecución de las políticas de reforma agraria ha adolecido del incumplimiento en las metas establecidas y que su alcance social y económico ha sido muy limitado. Aparte de recursos financieros insuficientes y de una limitada capacidad administrativa de las agencias estatales responsables de la ejecución de tales políticas, la oposición o resistencia de los gremios agropecuarios y de sectores políticos afines a estos a cualquier reforma que cuestione la gran propiedad territorial y el uso antieconómico de la tierra y que además conceda prelación a la distribución de tierras entre el campesinado y a la inversión estatal en bienes y servicios públicos para la población rural ciertamente ha sido un fuerte obstáculo para el desarrollo efectivo de políticas agrarias redistributivas.


La acentuada posición antirreforma (o reaccionaria) de las élites rurales (latifundistas y grandes empresarios agrarios, o del agronegocio) y de sus aliados políticos es analizada por García en perspectiva histórica y respecto de su hipótesis sobre el temprano cierre de “la ventana de oportunidad excepcional” que abrió el proceso de paz con las FARC para impulsar una política rural distributiva. El autor define a las élites rurales como “un tipo ideal que condensa en una sola categoría a diferentes tipos de actores privados cuya participación en la actividad agrícola genera rentas [...] y acceso y control de activos como la tierra y el capital”. Pone de relieve que las élites rurales no son monolíticas y distingue en Colombia dos tipos: la élite rentista (o tradicional) y la élite moderna. Aunque en términos generales la élite rentista se opuso al acuerdo de paz con las FARC, algunos grupos económicos de la “élite moderna”, como la Alquería y Nutresa, lo apoyaron; e igualmente el Comité Empresarial Propaz.


Con fundamento en la diferenciación de las elites rurales colombianas, García clasifica al expresidente Uribe Vélez como representante de la élite rentista (o tradicional) y al expresidente Santos como “representante de una élite económica y política que adhirió al modelo neoliberal y [que] es un aliado de los grandes grupos económicos (sector minero-energético y agropecuario)”. Esta clasificación, un tanto simplista, es asociada por García a las políticas agrarias de los dos mandatarios. Así, mientras Uribe Vélez dio prelación a políticas favorables al sector latifundista (Agroingreso Seguro) y desfavoreció al campesinado, Santos impulsó una agenda agraria distributiva, gracias a la influencia del exministro Juan Camilo Restrepo y a su empeño por lograr un acuerdo final con las FARC.


En términos históricos, o estructurales, la postura reaccionaria de la élite rural rentista se explica, según García, por su “trayectoria de statu quo”, una de cuyas principales manifestaciones es la perdurabilidad de políticas de sesgo anticampesino y antidistributivo y el [saboteo sistemático] a los esfuerzos para construir un Estado Nacional fuerte”. Sostiene el autor que “en ausencia de ese estado, surgieron y se expandieron a lo largo del territorio grupos guerrilleros y paramilitares que generaron altísimos niveles de violencia, en especial en las zonas rurales”. Y subraya la “influencia desproporcionada de las élites rurales en la política pública”.


Entre los obstáculos a una agenda rural distributiva, García también incluye “la inercia de los arreglos institucionales y las asimetrías de poder”, por una parte, y el hecho de [que el campesinado hubiera perdido] la lucha por el acceso a los recursos y el reconocimiento político”, por otra parte. A este respecto, la hipótesis sobre el fracaso de las luchas campesinas merece una indagación histórica más profunda y que tenga en cuenta las diferencias regionales. También parece discutible la evaluación de García sobre los paros y movilizaciones agrarias en tiempos de las negociaciones de paz, acerca de los cuales afirma que incidieron de manera negativa en el desarrollo de la agenda rural porque desgastaron a los ministros, desmoralizaron a los funcionarios y le restaron recursos a la implementación de la RRI.


Si bien es cierto que tanto la Ley 200 de 1936 como las leyes de reforma agraria de 1961, 1988 y 1994 fueron objeto de una fuerte oposición de los gremios agropecuarios y de parlamentarios y sectores políticos (liberales y conservadores) que defendían los intereses de los grandes propietarios rurales, también lo es que otros programas distributivos, como el Plan Nacional de Rehabilitación (1984-1994) y el Programa de Desarrollo Rural Integrado (DRI) que, a semejanza de los PDET, buscaban reducir la abismal brecha entre las condiciones de vida de la población urbana y la población rural mediante la asignación de tierras y la provisión de bienes y servicios a la población rural, no concitaron la oposición de los gremios rurales, puesto que no les afectaban sus intereses.


La política de adjudicación de baldíos a particulares, cuya legislación concede prelación a los colonos y los campesinos que ocupan y explotan baldíos de la nación, tampoco ha suscitado la oposición de los latifundistas y grandes empresarios agrícolas, porque los beneficia también a ellos. Sin embargo, Juan Camilo Restrepo, cuando era ministro de Agricultura, puso en evidencia el acaparamiento ilegal de baldíos públicos de parte de empresas agrícolas y demandó su retorno al Estado, lo que produjo gran alarma en los gremios. Por otra parte, como lo muestra García, la oposición de las “élites rurales” a la política de restitución de tierras ha dado lugar incluso a actos violentos.


En perspectiva histórica, las décadas de 1960 y 2010 son comparables en cuestiones como la búsqueda de soluciones estructurales a la pobreza y a la violencia rural. También lo son en lo que respecta a los acalorados debates políticos y académicos en torno a la reforma agraria como la política más idónea para resolver problemas estructurales del campo y de la sociedad colombiana en su conjunto.


Contrario a quienes piensan que hoy los problemas agrarios son secundarios o marginales en Colombia, puesto que la población rural y el aporte de las actividades agropecuarias en el PIB son insignificantes, tanto García como otros académicos muestran la pertinencia e importancia de una agenda rural orientada no solo al incremento de la productividad agraria, sino sobre todo al bienestar de la población rural y a una mayor equidad en la distribución de la tierra y el capital.


IV. BALANCE PRELIMINAR


El libro se concentra en las dos administraciones del presidente Juan Manuel Santos, que abarcan el periodo comprendido entre 2010 y 2018. Pero contiene un somero balance de la ejecución de la Reforma Rural Integral en los dos primeros años del gobierno del presidente Iván Duque, que pone de presente sus posiciones ambiguas, y a veces hostiles, frente al acuerdo de paz con las FARC.


De la política de Paz con legalidad, García subraya “la ausencia de una política de seguridad para la transición, frente a los viejos y nuevos grupos armados”. Y con sustento en algunos informes de evaluación del cumplimiento del acuerdo, entre estos los del Instituto Kroc, presenta un panorama muy poco alentador.


Según el autor, el único avance importante es la elaboración de los dieciséis PDET en las regiones priorizadas por el Acuerdo, gracias al “liderazgo (solitario) de la Consejería para la Estabilización”. También se expidieron los planes nacionales de la RRI, aunque su ejecución está pendiente.


Con respecto a la asignación y formalización de tierras y la creación del Fondo de Tierras, una de cuyas fuentes es la recuperación de baldíos adquiridos ilegalmente, García observa muy pocos avances. Considera así mismo que el cumplimiento de las metas del catastro multipropósito está muy rezagado. Y agrega que “la ley de la creación de la especialidad agraria finalmente no se aprobó en el Congreso, a pesar del enorme esfuerzo realizado por los partidos de oposición y funcionario técnicos del Gobierno”.


La conclusión de García es, por decir lo menos, desalentadora: la ventana de oportunidad para un cambio rural distributivo, que se abrió gracias a las conversaciones en La Habana y el Acuerdo Final, comenzó a cerrarse al final del mandato de Santos y continuaría cerrándose a raíz del triunfo del candidato del Centro Democrático —Iván Duque Márquez— en las elecciones presidenciales de 2018. Sin embargo, en las comunidades rurales aún no se ha perdido del todo la esperanza en los beneficios de la paz y de los nuevos programas de desarrollo rural.


A la luz del análisis del autor sobre los obstáculos (coyunturales y estructurales) a la ejecución de una agenda rural distributiva, cabe preguntarse hasta dónde es viable una agenda rural reformista, sin un replanteamiento del modelo de desarrollo económico del país, como lo han sugerido Absalón Machado, Marco Palacios y Darío Fajardo, entre otros, o un cambio en la correlación de fuerzas de clase, como sugiere García.


Los problemas del desarrollo rural en América Latina son tan complejos que incluso los Gobiernos de izquierda del siglo XXI no han logrado ejecutar políticas que favorezcan primordialmente al campesinado y las comunidades étnicas. Más aún, algunos Gobiernos han terminado por hacer concesiones a los grandes terratenientes y al agronegocio, en contravía de sus políticas redistributivas2.


Si bien es cierto que la ejecución de la Reforma Rural Integral, prevista para quince años, ha sido excesivamente lenta y fragmentaria, García pone de relieve las dinámicas territoriales y las expectativas que el Acuerdo de Paz y la misma Reforma han generado en la población rural, de lo cual un buen ejemplo es la enorme participación social en la elaboración de los PDET. E insiste con mucha razón en la conveniencia de que el próximo Gobierno le dé continuidad a la ejecución de la Reforma Rural, haciendo por supuesto los ajustes necesarios.


No hay duda en afirmar que este libro es un punto de referencia ineludible para las decisiones del próximo Gobierno respecto al Acuerdo de Paz y el cumplimiento de los compromisos en materia de política rural. También lo es para futuras investigaciones como las sugeridas por Andrés García sobre temas como los siguientes: las variaciones regionales en la implementación de la Reforma Rural Integral y de los PDET en particular; la implementación de medidas específicas y de los vínculos con otras partes del Acuerdo, por ejemplo, con las dimensiones étnica y de género; el deterioro ambiental; la seguridad rural y el narcotráfico; y la actitud las élites rurales frente a los diálogos y la Reforma Rural Integral. A estos temas se podría añadir la urgencia de estudios empíricos del funcionamiento real de los mecanismos e instancias de participación en los diferentes programas de desarrollo rural.


ROCÍO LONDOÑO BOTERO3


MAYO DE 2022


_______________


1 Asunto bastante complejo para cuyo análisis las dos partes acordaron crear la Comisión Histórica sobre el Conflicto y sus Víctimas, compuesta de doce académicos de diferente orientación ideológica. El informe de esta Comisión —Contribución al entendimiento del conflicto armado en Colombia— fue entregado en febrero de 2015.


2 Véase, por ejemplo, Almeyra, G., Concheiro Bórquez, L., Mendes Pereira, J. M., Porto-Goncalves y C. Walter (Coords.). (2014). Capitalismo, tierra y poder en América Latina (1982-2012). Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela (vol. II). Universidad Autónoma Metropolitana, Ediciones Continente-Clacso.
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Prólogo del autor a la edición en español


Cuando escribí este libro a lo largo del 2021 había pocas esperanzas de que la Reforma Rural Integral, que se plasmó en La Habana como parte del Acuerdo de Paz, tuviera alguna oportunidad de llevarse a cabo con un compromiso verdadero de parte del Ejecutivo. Desde que comenzó la implementación a finales de 2016 los avances habían sido débiles y se había perdido el espíritu transformador de esta reforma. No obstante, el 19 de junio de 2022 Gustavo Petro y Francia Márquez ganaron en elecciones democráticas la presidencia de Colombia. Este resultado —todo un hito si se tiene en cuenta que, por primera vez en la historia del país, se constituye un gobierno de izquierda— puede representar una nueva oportunidad para el campo. Tanto en sus propuestas programáticas como en sus alocuciones públicas, ambos han expresado su respaldo e interés en el cumplimiento de lo acordado en el proceso de paz y de avanzar con pasos firmes, como parte de transición de la guerra a la paz, en la agenda rural de inclusión social y productiva. En este escenario de renovado optimismo y vientos favorables, cobra aún más vigencia el propósito de este libro: contribuir a comprender a fondo la manera en que se llegó a acordar esta reforma rural como parte de la negociación de paz, así como los obstáculos que su puesta en práctica ha tenido, en materia institucional, política y económica.


Aquí se presenta la versión en español del libro publicado en inglés por la editorial Routledge en septiembre de 2020, que a su vez se basó en la investigación para mi tesis doctoral en la Universidad de Waterloo (Canadá), que realicé entre 2014 y 2018 (de ahí que el libro saliera originalmente en inglés y no en español). Cuando lo escribí, en Colombia no habíamos pasado por la enorme crisis sanitaria, social y económica de la pandemia ni por las protestas y el paro nacional de 2021 y no habían ocurrido aún las elecciones presidenciales de 2022. Ante el buen recibimiento de la edición en inglés, me motivé a realizar la traducción que el lector tiene en sus manos.


El texto fue concebido originalmente para una audiencia internacional (sobre todo universidades y quienes toman decisiones en temas de desarrollo y paz), que no necesariamente está familiarizada con el contexto colombiano; así que contiene apartes explicativos que se obviaron para esta edición. Por otra parte, es importante mencionar que el libro, aunque escrito para llegar a un público general, está planteado como un ejercicio académico dentro del campo de la ciencia política. A diferencia de otros textos publicados sobre el proceso de paz, este no es un trabajo anecdótico o periodístico, sino que es el fruto de una larga investigación que se alimenta de mi paso por el Gobierno como asesor de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz entre 2012 y 2017 A partir de esta experiencia, el libro aporta una perspectiva a los debates de toma de decisiones sobre las políticas de paz y de desarrollo rural, y está inspirado y motivado por las luchas de las comunidades rurales en Colombia por un país con mayor equidad e inclusión.


Por su mismo proceso de elaboración, los libros de ciencias sociales siempre nos muestran una foto atrasada de la realidad. Capturan la historia a “mediano plazo”, más que la de los “acontecimientos diarios”. Esta aclaración es todavía más relevante en un libro como este, que trata sobre el proceso de paz en Colombia, pues las coyunturas en este país cambian bastante en cuestión de meses e incluso de semanas. No obstante, el valor de este tipo de trabajos reside justamente en ofrecer miradas de carácter más estructural que contribuyen con elementos conceptuales, metodológicos e históricos a comprender con más rigor los hechos del día a día.


En todo caso, para efectos de esta edición se han realizado algunos cambios pertinentes que vale la pena señalar. Se actualizaron algunas cifras, se incluyeron referencias adicionales y se revisaron frases o párrafos enteros para ganar en claridad expositiva. Y aunque el texto se enfoca en el periodo del gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018), para efectos de esta edición se ha actualizado el epílogo para incluir algunas reflexiones sobre lo que ha sido la implementación de la Reforma Rural Integral durante el gobierno de Iván Duque y los retos que tendrá que enfrentar el gobierno de Gustavo Petro, que asumirá el poder en agosto del 2022.


Quisiera agradecer enormemente a María Natalia Paillié Plazas, que desde el principio se entusiasmó con la posibilidad de realizar la traducción del libro y la hizo con mucho empeño, cuidado y rigor. El apoyo de la Facultad de Economía de la Universidad Externado de Colombia, sobre todo del decano Julián Arévalo y de Carolina Quevedo, fue también esencial para que esta versión en español del libro saliera a la luz. Agradezco también el trabajo de la Dirección de Publicaciones de la Universidad por su interés en llevar a cabo este proyecto. Así mismo, ha sido muy grato para mí que el libro salga en coedición con el sello Crítica del Grupo Planeta. Esto se debe más que nada al interés en el proyecto de Luis Fernando Páez, editor de No Ficción, que desde que se enteró del libro en inglés, quiso sacar adelante la versión en español.


Por otra parte, quisiera agradecer a Rocío Londoño, por su interés en mi trabajo y por haberle dedicado tiempo y esfuerzo a escribir el prólogo. Además, agradezco a los colegas del Seminario de Estudios Rurales, con sede en la Escuela de Gobierno de la Universidad de los Andes, a mis estudiantes de especialización y maestría del curso de Economía Agraria de la Facultad de Economía de la Universidad Externado de Colombia y a los miembros del Fondo de Capital Humano y el Fondo Territorial de Capital de Humano del Instituto para las Transiciones Integrales, pues gracias a ellos he mantenido vivo mi interés y mi entusiasmo por los asuntos rurales y la construcción de paz. Quisiera también agradecer a IFIT por el respaldo que me dieron para llevar a cabo este proyecto, y especialmente a Martha Maya, colega y sobre todo amiga. Por supuesto, sin el apoyo incondicional y afecto de Eduardo, mis papás y Liliana, no podría haber realizado este libro.
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CAPÍTULO PRIMERO

Introducción


Abordar el análisis de los cambios políticos ambiguos no es una tarea fácil. Los politólogos, que estudian casos en los que ocurren cambios dramáticos (p. ej., revoluciones) o en los cuales hay estabilidad duradera (p. ej., regímenes autoritarios de largo aliento), han elaborado rigurosas teorías para explicar estos fenómenos1. Sin embargo, existen casos desconcertantes —en los que no hay ni ausencia de cambio ni cambio radical— que son más complejos de explicar. Uno de esos casos es el de Colombia, donde una coyuntura crítica como el proceso de paz entre el Gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) creó un contexto propicio para hacer reformas distributivas en el campo, pero que al final no se han materializado según lo previsto. Comprender de forma cabal este resultado ambiguo requiere estudiar en conjunto las estructuras de poder de largo plazo, la dinámica política que se dio en torno a la negociación de paz y el proceso de toma de decisiones de política pública sectorial.


En este libro se cuenta la historia de la ventana de oportunidad que se abrió en Colombia con el acuerdo de paz, y de cómo esta ventana se cerró con rapidez, aunque es posible que esta se pueda retomar a partir de agosto de 2022 con la reciente elección de Gustavo Petro y Francia Márquez como presidente y vicepresidenta, respectivamente, ya que en su gobierno seguramente habrá una apuesta significativa por retomar una robusta agenda rural de inclusión productiva y social, participación ciudadana y protección ambiental. Adoptando un enfoque de economía política, el texto muestra el impulso que las negociaciones le dieron a la distribución de tierras y el desarrollo rural, así como las restricciones —nuevas y viejas, desde adentro y fuera del Gobierno— que ralentizaron esta agenda transformadora. Además de ayudar a entender el caso colombiano, confiamos en que el marco conceptual que hemos elaborado sea útil para otros países que enfrentan transiciones negociadas en las que también se apunta a resolver profundas desigualdades socioeconómicas en las zonas rurales.


I. LA HISTORIA


El 24 de noviembre del 2016, el Gobierno colombiano y las FARC anunciaron el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, que puso fin a uno de los conflictos armados más prolongados y mortíferos de la historia reciente, que duró más de cincuenta años y dejó casi nueve millones de víctimas (Unidad de Víctimas, 2020). El acuerdo de paz fue el resultado de un proceso de negociación de cinco años en La Habana (Cuba). Además de facilitar la dejación de armas y la conversión de las FARC en un partido político, el acuerdo incluyó medidas sustantivas en torno a temas clave relacionados con el conflicto: desarrollo rural, participación política y ciudadana, drogas ilícitas y justicia transicional. Sin embargo, en el curso de las negociaciones la sociedad colombiana se dividió profundamente frente a las virtudes del acuerdo, en gran medida como reflejo de la división que existía entre dos élites (cuya naturaleza se examinara más adelante): la representada por el presidente Juan Manuel Santos, que lideró las negociaciones, y la encabezada por su predecesor, Álvaro Uribe Vélez, que las rechazó.


Mientras que el acuerdo fue ampliamente aplaudido por la comunidad internacional2 —en efecto, su sólido diseño y disposiciones específicas se estudian ahora como ejemplos exitosos de negociación— (Bell, 2016; Herbolsheimer, 2016; Institute for Integrated Transitions ‘IFIT’, 2018), en Colombia el gobierno de derecha que llegó al poder en 2018 en oposición al acuerdo lo ha intentado socavar y no ha sido del todo claro en su apoyo a su implementación. En medio del aumento de la violencia contra líderes sociales, defensores de derechos humanos y excombatientes de las FARC, es pertinente preguntarse sobre la capacidad transformadora del acuerdo (Misión de Verificación de la ONU en Colombia, 2019). Aparte de satisfacer los derechos de las víctimas mediante los mecanismos de justicia transicional (Bakiner, 2019; Freeman y Orozco, 2020), es necesario dimensionar que la sostenibilidad de la paz en el largo plazo depende en gran medida de la ambiciosa reforma de desarrollo rural acordada, que es indispensable para transformar las condiciones tanto socioeconómicas como políticas que han facilitado la persistencia de la violencia.


La apertura política para enfrentar las históricas desigualdades rurales comenzó a abrirse en agosto de 2010, cuando Juan Manuel Santos llegó el poder con la idea de lograr el fin del conflicto con las FARC. El expresidente Álvaro Uribe (2002-2010) eligió a Santos, en ese entonces ministro de Defensa, como su candidato para las elecciones presidenciales del 2010 con la expectativa de que preservaría su legado, sobre todo en cuanto a la línea dura contra los grupos guerrilleros. Como ministro, Santos había liderado la arremetida militar del Estado colombiano contra las FARC. No obstante, una vez que llegó a la Presidencia, las relaciones entre los dos políticos se agrietaron con rapidez. Santos tuvo interés desde el comienzo en buscar una salida negociada con las FARC, lo cual contradecía abiertamente la política de Uribe, que se había sumado al discurso de la guerra global contra el terrorismo de G. W. Bush. Al categorizar a los grupos guerrilleros como organizaciones terroristas que amenazaban al Estado, la única salida legítima del conflicto era la derrota militar de los insurgentes o su rendición. Con todo, tras liderar durante tres años la recuperación del control territorial, incluso en zonas de dominio histórico de la guerrilla, Santos consideró que las condiciones estaban dadas para buscar un acuerdo con las FARC. Esto significó, como ya lo habían hecho Gobiernos anteriores de las décadas de los ochenta y noventa, reconocer que el conflicto armado interno tenía una solución política. Desde esta perspectiva, una negociación era, de lejos, la mejor solución para ponerle fin a una guerra que, incluso con las FARC debilitadas, podría durar indefinidamente y seguir generando víctimas y afectaciones económicas. Con esa lógica, Santos eliminó la designación de las FARC como grupo terrorista, y puso en marcha la arquitectura legal, diplomática, política y operativa de lo que más tarde sería el proceso de paz de La Habana.


Desde una perspectiva a largo plazo, lograr la paz con las FARC constituía un paso necesario dentro del proyecto de construcción del Estado colombiano (López, 2016)3. A lo largo de las décadas de los ochenta y noventa, este había firmado, de manera gradual y fragmentada, acuerdos de paz con nueve grupos ilegales armados diferentes, que representan casi cuarenta mil personas en armas. El tránsito a la legalidad de los 13 016 combatientes de las FARC a mediados del 2017 puede situarse entonces como un paso más en el proceso de lograr el monopolio de la fuerza, la tributación y la administración de justicia de parte del Estado, una tarea que aún no ha acabado. Ahora bien, el cese al fuego y la dejación de armas no fueron los únicos aspectos incluidos en el acuerdo del 2016. En efecto, los esfuerzos por establecer la paz en Colombia han ido de la mano de intentos por extender la legitimidad estatal, no solo por medio del monopolio de la violencia, sino también mediante la materialización de los derechos de los ciudadanos y de la creación de oportunidades económicas (Centro Nacional de Memoria Histórica ‘CNMH’, 2016). Por ejemplo, en la transición política que puso fin a la violencia bipartidista de la década de los cincuenta, el Gobierno implementó programas de desarrollo regional para combatir la pobreza y los efectos de la guerra (Karl, 2017). Así mismo, a finales de la década de los ochenta el Gobierno puso en marcha el Programa Nacional de Rehabilitación (PNR), con el propósito de mejorar las condiciones de vida en regiones asoladas por el conflicto como consecuencia directa del proceso de paz con los grupos guerrilleros (López, 2016). En el proceso de paz que aborda este libro, la agenda de negociación incluyó también disposiciones sustantivas destinadas a promover la inclusión política y socioeconómica de las zonas rurales, además de satisfacer los derechos de las víctimas, resolver el problema del narcotráfico y garantizar la no repetición de la violencia.


La definición del punto de desarrollo rural en la agenda de negociación estuvo asociada, en particular, al reconocimiento de la enorme brecha en las condiciones de vida entre el campo y la ciudad. A pesar de que Colombia ha tenido un crecimiento económico sostenido desde la década de los cincuenta —excepto por los dos periodos de recesión de 1998 y 2020—,no se ha traducido en un mayor bienestar para los habitantes de las zonas rurales4. Hoy en día, la pobreza rural, medida con el índice de pobreza multidimensional (IPM), es casi dos veces mayor que la pobreza urbana (Departamento Administrativo Nacional de Estadística ‘DANE’, 2020). Además, el gasto social, la presencia institucional, la inversión pública y privada y los mercados se concentran en las principales zonas urbanas de la región andina. Las zonas rurales se han quedado atrás, sobre todo las más afectadas por los grupos armados y las economías ilegales, y sus habitantes aún son ampliamente excluidos de los beneficios económicos del país (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo ‘PNUD’, 2011). Es más, tanto la política de tierras como la agropecuaria han estado, en general, sesgadas en contra de los campesinos y han tenido un carácter regresivo. La distribución de recursos ha favorecido, en su gran mayoría, a los grandes terratenientes o agroindustriales, que con frecuencia han ejercido una influencia desproporcionada y poco transparente sobre la política sectorial. Los intentos que durante las décadas de los años treinta y los años sesenta del siglo pasado hicieron los Gobiernos liberales por combatir la concentración de tierra fracasaron de forma considerable y menoscabaron el acceso de los campesinos a la tierra productiva. La Constitución de 1991 también buscó corregir esta situación al incluir disposiciones constitucionales sobre el acceso a la tierra y apoyos a los campesinos. Con todo, el recrudecimiento del conflicto armado, junto a la apertura económica, el boom de la coca y el debilitamiento de las instituciones del Estado que ocurrieron dentro de las dos décadas siguientes, contrarrestó esos esfuerzos (Reyes, 2009, 2013). Durante los gobiernos de Uribe Vélez (2002-2006, 2006-2010) se acentuó la desigualdad rural: los grupos armados ilegales despojaron masivamente de sus tierras a los campesinos que no contaban con la protección estatal, y los apoyos agrícolas se asignaron, casi siempre, a los grandes terratenientes y empresarios sin que redundaran en mayor empleo o productividad (Gutiérrez Sanín, 2010).


El gobierno de Santos se distanció, de manera algo sorpresiva, de las políticas rurales más regresivas de Uribe. Como sobrino nieto del expresidente liberal Eduardo Santos (1938-1942) y miembro de una familia tradicional y adinerada de Bogotá, que además fue dueña de uno de los periódicos más reconocidos en el país, Santos pertenecía por completo a la élite política y económica colombiana. Durante su campaña presidencial fueron evidentes tanto su adherencia a las ideas neoliberales como sus estrechos lazos con los grandes grupos económicos del país. Cuando fue elegido presidente en junio de 2010, era apenas razonable esperar que su política rural afianzara el statu quo que favorecía poderosos intereses en los sectores minero-energético y agropecuario. En efecto, el plan de desarrollo de su primer mandato dio prioridad a los grandes proyectos petroleros, mineros y agrícolas (las llamadas “locomotoras” del desarrollo). No obstante, al tiempo que ponía a andar esta agenda neoliberal, desde el comienzo de su gobierno Santos también adoptó una agenda rural reformista dirigida a mejorar los derechos de propiedad de los campesinos y sus proyectos productivos. Esta agenda reformista, como se vería más adelante, estuvo vinculada a su interés en lograr la paz con las FARC.


Aunque este giro en la política rural de Santos no representó una ruptura radical ni mucho menos y, en efecto, como se verá, estuvo marcado por las contradicciones internas, lo cierto es que a la luz de la política regresiva que venía de tiempo atrás y, sobre todo, de la política rural de Uribe, este nuevo enfoque sí representó un cambio significativo. En agosto de 2010, Santos, recién posesionado, y sin estar maniatado por los compromisos que Uribe tenía con el sector terrateniente, nombró a Juan Camilo Restrepo como su ministro de Agricultura, dando así el primer paso en su apuesta reformista. Restrepo, un curtido político del Partido Conservador, para ese momento se había convertido en un gran opositor de Uribe cuando este quiso modificar la Constitución para hacerse reelegir por tercera vez. Además, era también conocido por su recia crítica a los subsidios entregados por Andrés Felipe Arias, ministro de Agricultura de Uribe, a grandes empresarios del campo, así como por su defensa de la distribución de tierras y la provisión de bienes públicos. Desde que asumió su cargo como ministro, Restrepo, a quien años más tarde Santos nombraría jefe negociador de la delegación del Gobierno en los diálogos de paz con el Ejército de Liberación Nacional (ELN), puso en marcha una política rural completamente distinta de la del Gobierno anterior. Asesorado por reconocidos expertos en desarrollo rural, el ministro Restrepo se trazó nuevas prioridades y concentró sus esfuerzos en atender el grave fenómeno de despojo de tierras y mejorar las condiciones de vida de los campesinos. La visión reformista de Restrepo facilitó, sin duda, los acercamientos iniciales del Gobierno con las FARC y sirvió de base para los planteamientos que haría el Gobierno en La Habana durante la negociación.


En agosto de 2012, el Gobierno nacional y las FARC le dieron a conocer a la opinión pública el Acuerdo General para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. Este acuerdo, resultado de seis meses de diálogos secretos, estableció las reglas de juego de lo que sería un nuevo intento de negociación formal, definiendo la estructura global del proceso, así como su objetivo, agenda, metodología y los países garantes y acompañantes. Viéndolo en retrospectiva, este preacuerdo sobre las reglas que regirían la Mesa de Conversaciones fue determinante para avanzar en las conversaciones de paz. Los tres intentos previos de negociación con las FARC habían fallado, en gran medida, porque las partes no habían acordado de antemano una hoja de ruta que plasmara una comprensión conjunta sobre cómo se desarrollarían las negociaciones. Valga señalar dos aspectos que dan cuenta de la relevancia del Acuerdo General. Primero, que en este las partes establecieron que el objetivo de la Mesa de Conversaciones era poner fin al conflicto armado interno y no, como había ocurrido en procesos anteriores como el del Caguán, resolver todos los problemas del país. De ahí que los temas objeto de la negociación se definirían en función de su estrecha relación con la confrontación armada y de su relevancia para garantizar la sostenibilidad de la paz. Esta concepción del proceso de paz suponía, además, una secuencia: de ser exitosa, a la fase de negociación formal en La Habana le seguiría una fase de implementación y construcción de paz en el país con amplia participación de la sociedad.


En segundo lugar, el Acuerdo General explícitamente se refiere a la dejación de armas de parte de las FARC como uno de los puntos de la agenda, mención sin precedentes en la historia de las negociaciones y que expresaba el compromiso de esa guerrilla de hacer el tránsito de movimiento armado a movimiento político si se llegaba a un acuerdo. Así mismo, al incluir en la agenda asuntos sustantivos como el de desarrollo rural, el Acuerdo General deja claro que el proceso de paz iba más allá del desarme de las FARC y que en este las partes concebían el fin del conflicto como una oportunidad para llevar a cabo transformaciones socioeconómicas y políticas que garantizarían la no repetición de la violencia. En general, el Acuerdo General serviría para demostrar la intención de las partes de adelantar una negociación seria, la cual demostraría ser una ventana de oportunidad crucial para el cambio en la política rural.


La Mesa de Conversaciones comenzó oficialmente en octubre de 2012 en Oslo, y unas semanas más tarde las sesiones oficiales de los diálogos comenzaron en La Habana con el punto de desarrollo rural. Poco menos de un año después, en mayo de 2013, las partes anunciaron el acuerdo parcial sobre reforma rural titulado “Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral” (RRI). Este incluía ambiciosas medidas para facilitar el acceso a la tierra de los campesinos sin tierra, apoyos agrícolas y la provisión de bienes públicos en zonas rurales, dando prioridad a los más afectados por el conflicto armado y los cultivos ilegales de coca. Sin embargo, encontrar un común denominador sobre la RRI en la mesa no fue fácil, pues cada una de las partes tenía puntos de partida muy diferentes frente al tema.


La expropiación masiva de tierras estaba en el corazón del programa agrario que dio origen a las FARC como guerrilla. Por tanto, para la delegación del grupo guerrillero en La Habana, un acuerdo sobre este punto de la agenda tenía que ser lo suficientemente ambicioso como para reflejar sus aspiraciones históricas de reforma agraria; no de otra manera podrían justificar ante sus bases —“la guerrillerada”, como la llamaban los comandantes— la decisión de dejar las armas. El Gobierno, por su parte, no aceptaba el argumento de las “condiciones objetivas” del alzamiento armado, esgrimido por las FARC, y rechazaba de entrada los planteamientos de expropiación de tierras. Sin embargo, defendía la idea de que el desarrollo rural era esencial para la paz duradera, reconociendo que las precarias condiciones de vida en el campo habían facilitado la persistencia del conflicto. Según el Gobierno, por tanto, una reforma estructural era necesaria para cerrar la amplia brecha urbano-rural y materializar, por fin, en las zonas rurales afectadas por el conflicto, los derechos sociales y económicos establecidos en la Constitución de 1991.


Tras varios meses sin llegar a ningún lado, las delegaciones lograron avanzar en un acuerdo sobre la RRI. Como se verá más adelante, para ambas partes era claro que no se llegaría a un acuerdo sobre el diagnóstico y la interpretación de los problemas. De ahí que, para destrabar la negociación, la discusión se orientó más bien hacia las medidas específicas necesarias para elevar el nivel de vida de los habitantes rurales, un objetivo que, al menos retóricamente, ambos compartían.


La RRI recogió en un solo documento reivindicaciones de vieja data formuladas por la sociedad civil en torno a problemas rurales de diversa naturaleza; de esta manera, visibilizó y elevó a acuerdo de paz las demandas de comunidades rurales históricamente marginadas. Además, varias de las medidas acordadas retomaron políticas y programas que ya se habían puesto en marcha (como el programa de formalización de tierras) cuya inclusión en el acuerdo permitió darles un mayor alcance institucional y territorial. Puede afirmarse que al convertir las propuestas de la sociedad civil y los avances de política pública en un acuerdo integral con medidas detalladas, la RRI le dio peso político y carácter vinculante a la agenda distributiva.


Después que los negociadores anunciaran la RRI, las conversaciones en La Habana continuaron con los otros puntos de la agenda, mientras que en Bogotá el Gobierno comenzó a prepararse para la implementación de las disposiciones acordadas sobre los asuntos rurales. Santos y sus negociadores de la paz no querían generar expectativas sobre un proceso de paz que apenas comenzaba y que, además, había dejado los temas más espinosos para el final, como la justicia transicional y la dejación de armas. Además, el Gobierno quería evitar la atención mediática que caracterizó a los diálogos en el Caguán (1998-2001), un verdadero espectáculo desde el principio, con pocos progresos sustanciales. Después del fracaso de ese proceso, la opinión pública se volvió sumamente escéptica frente a cualquier intento de salida negociada al conflicto. Por eso, esta vez Santos decidió abordar las negociaciones de forma gradual. La Mesa de Conversaciones estaba física e intencionalmente distanciada de Colombia y de los acontecimientos políticos del país para que el Gobierno pudiera continuar su gestión normal. Sin embargo, al mismo tiempo, pensando en la posibilidad de que se llegara a un acuerdo final, Santos instruyó a los funcionarios clave dentro de su administración a que comenzaran a realizar los arreglos institucionales, legales y financieros necesarios para poner en marcha los compromisos de la RRI. Un resultado importante de este esfuerzo de parte de Santos fue la reforma al sector institucional rural del 2014 y 2015, que terminó en la creación de la Agencia Nacional de Tierras, la Agencia de Desarrollo Rural y la Agencia de Renovación del Territorio.


A medida que los preparativos para implementar la RRI cobraban fuerza y con la Mesa de Conversaciones aún en marcha, a mediados de 2014 Santos hizo campaña para su reelección. Las elecciones presidenciales le concedieron un papel protagónico al proceso de paz en la política nacional. El expresidente Uribe, que se había convertido en el principal oponente de Santos desde el 2011, argumentó que este había traicionado su legado e hizo campaña con su candidato recién elegido sobre una plataforma que criticaba fuertemente la continuación de las negociaciones. Por su parte, Santos, que había decidido no concentrar el discurso político de su gobierno en el proceso de paz, reforzó su narrativa de la paz y conformó una amplia coalición con la que terminó por ganar las elecciones. No obstante, esta victoria supuso un alto costo político para Santos, que tuvo que hacer importantes concesiones burocráticas a los líderes políticos que lo apoyaron con el fin de mantener su coalición tanto en el Gobierno como en el Congreso. A lo largo de su segundo mandato, con niveles históricamente bajos de popularidad y una recia oposición de derecha, Santos tuvo que apoyarse cada vez más en su bloque clientelista con partidos políticos tradicionales y caudillos de la política para gobernar y mantener el apoyo en el proceso de paz. Las agencias encargadas de las tareas preparatorias de la RRI se vieron enredadas en la politiquería mientras Santos nombraba políticos sin ningún interés particular en la agenda de paz como cabezas de las instituciones más importantes con el fin de saldar el apoyo político. Como se explicará más adelante, la falta de coordinación burocrática entre los ministros y funcionarios también afectó la capacidad gubernamental para prepararse de manera efectiva para la implementación.


A finales de agosto del 2016 se logró el Acuerdo Final en La Habana y, para conseguir el respaldo de la ciudadanía sobre el acuerdo, el gobierno de Santos organizó un plebiscito el 2 de octubre de ese mismo año. Después que los colombianos rechazaron el acuerdo por un estrecho margen del 0,45 %, el Gobierno emprendió un proceso de renegociación con el fin de responder a las críticas formuladas por los opositores del acuerdo, encabezados, en gran medida, por Uribe. A pesar de que la oposición no reconoció su validez, en noviembre de 2016 se firmó y ratificó en el Congreso un nuevo acuerdo que incluía sesenta cambios significativos (relacionados con la justicia transicional, en su mayoría). Sin embargo, el gobierno de Santos jamás se recuperó del inesperado golpe del plebiscito, y la implementación del acuerdo se inauguró con un déficit de legitimidad.


Para septiembre de 2017, los miembros de las FARC ya se habían desmovilizado y habían dejado las armas. La organización armada había pasado de ser el grupo armado más antiguo del hemisferio occidental a convertirse en un partido político legal. De forma simultánea, como parte de los mecanismos de implementación acordados, el Gobierno logró que se aprobaran importantes reformas constitucionales y proyectos de ley relacionados con el Acuerdo Final por medio de un trámite especial legislativo en el Congreso, expidió proyectos de ley ordinaria y redactó un plan marco de implementación a diez años que incluía un presupuesto plurianual. Tanto los proyectos de ley como los planes y los diseños institucionales le fueron útiles al Gobierno para avanzar en la implementación de la RRI. Al mismo tiempo, la presión ejercida por el sector agroindustrial sobre la política pública, junto a las batallas y conflictos burocráticos y la constante oposición de la derecha, deformó el desarrollo de las medidas principales referentes a la distribución de tierras y los apoyos a la agricultura familiar. En el transcurso de 2018 los aspectos fundamentales de la RRI quedaron relegados, y en junio de ese mismo año, Iván Duque, el candidato de Uribe, fue elegido presidente tras haber apoyado su candidatura en contra del acuerdo. En su primer año en el poder, Duque atacó el sistema de la justicia transicional y abandonó la agenda de consolidación de la paz. La violencia aumentó de nuevo en muchas regiones, hubo amenazas y asesinatos de líderes sociales, y la paz, claramente, estaba en riesgo. La ventana de oportunidad que gracias a los diálogos de paz se había abierto para establecer políticas rurales parecía ahora estar cerrándose.


II. PREGUNTAS Y DEBATES DE LA INVESTIGACIÓN


Con fundamento en el caso de Colombia, este libro pregunta si los acuerdos de paz orientados a poner fin a los conflictos armados internos favorecen cambios distributivos en la política rural. La pregunta se enmarca en un debate más amplio en el campo de la economía política comparada que —en su interés por entender las interacciones entre el ámbito político y económico en el cambio rural— se ha preguntado sobre el porqué, el cómo y en qué circunstancias se dan los cambios en la política pública rural a favor de poblaciones marginadas. En otras palabras: ¿qué explica, en un contexto determinado, que haya políticas dirigidas a apoyar a los campesinos y a otras poblaciones rurales vulnerables? ¿Son estos cambios el resultado de giros en la estructura política de un país a raíz de presiones desde abajo (por ejemplo, movilizaciones campesinas o aperturas democráticas)? ¿O son más bien la consecuencia de decisiones adoptadas por élites reformistas que han logrado reunir suficiente capacidad institucional para realizar dichos cambios? ¿O es una combinación de las dos cosas (presiones desde abajo y reformas desde arriba)? Más concretamente, ¿las transiciones negociadas de la guerra civil a la paz constituyen entornos favorables para promulgar cambios rurales distributivos? Si es así, ¿de qué manera y mediante qué mecanismos? ¿Qué papel desempeñan las fuerzas económicas y las reglas y estándares globales? ¿Qué papel cumplen la política interna, la dinámica de clases, los procesos de política pública y las trayectorias institucionales?


Si se consideran los desarrollos políticos recientes tanto respecto del proceso de paz como con la política de desarrollo rural, Colombia es un caso ideal para explorar estas preguntas, pues su historia reciente facilita la comprensión de las dinámicas que rodean la negociación y la implementación de asuntos de desarrollo en los acuerdos de paz y que afectan la distribución del poder económico. Por consiguiente, la pregunta que orienta la investigación empírica del libro es: ¿qué características adquirió la política de desarrollo rural a partir del proceso de paz y por qué? Para abordar esta pregunta, es posible desglosarla en tres conjuntos de preguntas. En primer lugar, ¿cuáles eran las características de la política rural antes del acuerdo de paz y cuál era su relación con la violencia y el conflicto? ¿Quién controlaba y se beneficiaba de esta política y quién no? En segundo lugar, ¿qué pasó durante el proceso de paz? ¿Cómo surgió? ¿Por qué las negociaciones incluyeron un punto sobre desarrollo rural y cómo se abordó? ¿Cómo lograron llegar las partes al acuerdo sobre la Reforma Rural Integral? Y, en tercer lugar, ¿cómo este acuerdo sobre desarrollo rural alcanzado en La Habana dio forma a las políticas públicas? ¿Se materializó en la práctica la visión reformista de las negociaciones? ¿Cuáles fueron los obstáculos y restricciones que enfrentaron los actores durante el proceso de implementación? ¿Quién se opuso a este y por qué?


Al explorar preguntas similares, los estudiosos de la política rural han evidenciado que, a la hora de adoptar políticas rurales redistributivas, las democracias en países en desarrollo enfrentan enormes restricciones institucionales y una fuerte oposición de la élite rural, sin que importe el peso de las presiones que se ejerzan desde abajo. Sustentándose en el marco conceptual de los “jugadores con poder de veto” para hacer un análisis de las políticas agrarias en América Latina, Albertus (2015) ha demostrado cómo la reforma agraria de corte redistributivo solo sucede cuando un contexto político dado cumple con dos condiciones: primero, una división entre las élites políticas gobernantes y las élites terratenientes y, segundo, pocos límites institucionales a la hora de gobernar. Su evidencia es concluyente: la redistribución de tierras más significativa ha ocurrido exclusivamente en regímenes autocráticos, pues solo estos cuentan con la concentración de poder y los incentivos suficientes para enfrentar a las élites rurales. Según él, las democracias ofrecen demasiados puntos de veto para que las élites terratenientes movilicen su influencia y bloqueen las reformas. Sin embargo, a pesar de su argumento de inmovilismo democrático, Albertus establece que los regímenes democráticos pueden tener la capacidad de llevar a cabo ciertos tipos de reformas agrarias menos redistributivas, tales como la reforma agraria negociada y la adjudicación de baldíos. Así mismo, su argumento también da cabida a explorar si, en circunstancias excepcionales (como la del proceso de paz en Colombia), los regímenes democráticos podrían ser capaces de adelantar reformas rurales distributivas significativas.


Sin embargo, la literatura reciente sobre economía política agraria encuentra que es difícil llevar a cabo transformaciones a la política rural, incluso en entornos nacionales favorables (Vergara-Camus y Kay, 2017). El cambio en la política distributiva es cada vez menos probable en un contexto global que presenta restricciones estructurales derivadas de la concentración de los sistemas agroalimentarios. Entre 1998 y 2015 varios países latinoamericanos eligieron Gobiernos de izquierda apoyados por movimientos campesinos que lucharon por revertir las políticas neoliberales y por mejorar el acceso a la tierra y a los apoyos agrícolas para los productores de bajos ingresos. Estos Gobiernos buscaron diferenciarse de las políticas de derecha de los Gobiernos anteriores al establecer programas de reforma agraria, planes de crédito de fácil acceso, instituciones orientadas a impulsar la agricultura familiar y encadenamientos productivos para agregar valor, entre otras cosas. Sin embargo, a pesar de estos esfuerzos, en su conjunto estas medidas tuvieron un efecto limitado en su propósito de “alterar el modelo de desarrollo rural heredado del proceso de globalización neoliberal”. Estas medidas no lograron reducir de manera significativa la inequidad ni tampoco fortalecieron al nivel esperado la organización económica y la capacidad política de los productores campesinos. Las limitaciones del cambio tuvieron que ver con 1) la ausencia de un Estado desarrollista capaz de renovar sus capacidades institucionales previamente debilitadas, 2) la pérdida de la capacidad de movilización del campesinado y 3) el poder de la agroindustria y la resistencia de las élites rurales.


El análisis enfocado en los Gobiernos latinoamericanos de izquierda más recientes brinda útiles reflexiones teóricas para analizar otros casos menos estudiados dentro de la literatura, que además son relevantes para comprender de lleno las condiciones tanto políticas como económicas e institucionales que conducen al cambio en la política rural. De particular interés son los países en vías de desarrollo que han experimentado una transición negociada de la guerra civil a la paz con un elemento agrario incorporado, como una suerte de “circunstancia democrática excepcional”, según la noción de Albertus. Con el fin de evitar el regreso a la guerra, los acuerdos de paz a menudo establecen, al menos con un carácter transitorio, un conjunto de mecanismos y procedimientos legales y políticos extraordinarios (y a veces vinculantes) que pueden incluir medidas encaminadas a enfrentar disparidades políticas y económicas preexistentes y que son causas fundamentales de la guerra.


Como resultado del proceso de negociación entre actores estatales y no estatales, los acuerdos de paz pueden verse como generadores de lo que Bell (2016) llama una lex pacificatoria (lex pax) o “ley de los pacificadores” Aunque no constituye un nuevo régimen jurídico diferenciado, esta lex pax ajusta el comportamiento de las partes involucradas a las expectativas de las normas internacionales y establece un nuevo campo de actuación para los actores políticos.


De acuerdo con Kaplan y Freeman (2015), las transiciones pueden “posibilitar aquello que antes hubiera sido impensable”, pues “aunque escasas, son coyunturas críticas en la historia durante las cuales —contra todo pronóstico—, los Estados [asolados por el conflicto] pueden transformar sus dinámicas políticas y sociales” (p. 5), abordar cuestiones fundamentales y contrarrestar una trayectoria bastante excluyente. Incluso si son pocas las transiciones negociadas que cumplen con estas expectativas, a causa de los grandes retos que estos países enfrentan de ahí en adelante, los acuerdos de paz crean una ventana de oportunidad excepcional para el cambio socioeconómico. En este sentido, el estudio de las experiencias de estos países en transición, y de las dinámicas posconflicto relacionadas, podría ayudar a ampliar los análisis de la economía política sobre los factores y circunstancias que dan forma al cambio en la política rural.


Dentro del campo de los estudios sobre guerra civil y paz existe una literatura emergente y en expansión sobre los “legados agrarios de la guerra” y sus efectos sobre el establecimiento y la consolidación de la paz5. Sin embargo, estos estudios, en su mayoría, se han centrado en los orígenes, la evolución y los efectos del conflicto armado respecto de las cuestiones agrarias, y han prestado menos atención a la manera como estas cuestiones agrarias se incluyen en los acuerdos de paz y, aún más importante, al grado en que estos acuerdos han modificado las políticas de desarrollo rural. Una excepción importante es el estudio que Elisabeth Wood hace sobre las transiciones negociadas en El Salvador y Sudáfrica, que ofrece reflexiones esenciales para comprender las razones políticas y económicas que llevaron a lograr esos acuerdos y sus implicaciones distributivas. Wood (2001) argumenta que en un contexto de profunda exclusión política y económica y una cruel represión en ambos países se dio un “camino insurgente hacia la democracia”, es decir, una insurgencia sostenida contra las élites, con un fuerte respaldo popular, apoyada en la insurrección campesina en El Salvador y en la movilización urbana de los trabajadores en Sudáfrica, que obligó a las élites económicas a instar a los regímenes a buscar un acuerdo político. Históricamente, dichas élites se habían opuesto a la democratización, en gran parte porque el acceso a ciertas instituciones estatales determinaba la distribución de las rentas y la continuidad de su privilegio económico. Sin embargo, presionadas por “los costos acumulativos de la insurgencia”, las élites económicas se dieron cuenta de que un panorama de conflicto prolongado representaba una amenaza mayor para sus intereses que la paz. Por tanto, ejercieron presión sobre las élites estatales para negociar y lograron “cambiar el equilibrio de poder entre las facciones radicales y moderadas dentro del régimen” (Wood, 2001, p. 864). Al final, el contexto global de la caída de los regímenes comunistas y el ascenso del neoliberalismo favoreció el consenso, pues a las élites económicas se les garantizó que su capital estaría seguro en el escenario de posconflicto. El trabajo de Wood integra de manera acertada el análisis histórico de los factores que desencadenan el acuerdo de paz con el análisis de las formas como el acuerdo mismo y, de manera más general, el contexto transicional, influyó en la dinámica política y económica de la posguerra en El Salvador. No obstante, su análisis no ofrece una perspectiva teórica de las condiciones en las cuales un acuerdo de paz puede influir en los resultados de la política de desarrollo rural.


La investigación sobre la implementación de los acuerdos de paz constituye otro conjunto de literatura reciente que se ha interesado en conceptualizar la repercusión de los acuerdos de paz y ha proporcionado unas bases empíricas y teóricas sólidas para comprender las dinámicas del posconflicto (Bekoe, 2008; De Rouen et al., 2010; Joshi, Quinn y Regan, 2015; Williams, 2020). Sustentada en análisis cualitativos y cada vez más cuantitativos, esta literatura también se ha concentrado en explorar la relación entre implementación y durabilidad de la paz. Dentro de los factores que influyen en la calidad del proceso de implementación se han identificado la solidez del contenido de los acuerdos mismos (Fortna, 2004), la capacidad estatal (De Rouen et al., 2010), las medidas para distribuir o compartir el poder (Hartzell y Hoddie, 2003) la percepción de una mutua vulnerabilidad de las partes (Bekoe, 2008), la intervención de terceros (Doyle y Sambanis, 2000) y los mecanismos de verificación (Mattes y Savun, 2010). Además de analizar estos factores, esta literatura ha desarrollado una mirada comparada sobre la manera como ciertas medidas de los acuerdos toman con el tiempo diferentes caminos de implementación, examinando por separado aspectos como el cese al fuego, la seguridad, los derechos humanos, el desarrollo institucional y temas de desarrollo social y económico. Sin embargo, hasta el momento estos estudios han enfocado su esfuerzo de teorización en los temas directamente relacionados con el fin del conflicto, como la interacción entre las partes involucradas en la negociación (p. ej., la teoría del compromiso creíble y la teoría de la mutua vulnerabilidad). Aunque hay cada vez más interés en examinar las dinámicas políticas específicas que rodean la implementación de la reforma política, social y económica, aún es necesario un enfoque más sistemático de los temas de sustantivos, como el desarrollo rural. Por consiguiente, integrar una perspectiva de economía política a estos análisis ayuda a entender mejor la trayectoria de la política sectorial y también las restricciones institucionales y del mercado que enfrenta el proceso de implementación en contextos de posconflicto.


De ahí que, centrándose en Colombia, este libro presenta un marco teórico que reúne tres conjuntos distintos de literatura (economía política agraria, investigaciones sobre el establecimiento y la implementación de la paz y sobre el cambio político e institucional) que contribuye a explicar las principales dinámicas políticas y económicas alrededor del cambio rural en contextos de transiciones negociadas.


III. ARGUMENTO PRINCIPAL


Mediante una minuciosa descripción de la dinámica política alrededor del proceso de paz de La Habana, el libro examina las relaciones que existen entre la RRI y la política de desarrollo rural en Colombia, a la vez que explora hasta qué punto el acuerdo de paz ha logrado fomentar un enfoque de política distributiva. El argumento principal del libro es que el proceso de paz creó una coyuntura crítica, es decir, una ventana de oportunidad excepcional para establecer una ambiciosa agenda rural distributiva. Sin embargo, a pesar de que se alcanzó a avanzar en institucionalizar dicha agenda, la capacidad del acuerdo para instaurar cambios se vio seriamente constreñida por actores tanto dentro como fuera del Gobierno. Como resultado, hasta ahora se puede observar en la transición un cambio más bien limitado en la política rural.


En este sentido, el libro describe dos procesos políticos contradictorios: por un lado, los diálogos de paz de La Habana crearon una oportunidad política para el cambio rural. Puesto que el desarrollo rural era un tema central para asegurar un acuerdo con las FARC y además garantizar la no repetición de la violencia, los negociadores convirtieron este punto de la agenda en un conjunto de medidas ambiciosas y detalladas orientadas a hacer frente a la desigualdad rural (p. ej., acceso a la tierra, bienes públicos, apoyos agrícolas al campesinado). La redacción, el alistamiento y la implementación temprana de estos compromisos ejercieron una influencia directa sobre las políticas públicas, expresada, por ejemplo, en la creación de nuevas instituciones dirigidas a promover el desarrollo integral en zonas rurales marginales y garantizar el acceso a la tierra de las pequeñas familias campesinas.


¿Por qué ocurrió esta apertura? Primero, porque altos funcionarios de la administración Santos estaban convencidos de que fomentar el desarrollo rural integral era crucial para asegurar la paz duradera y la no repetición de la violencia. Guiados por esa convicción (expresada en el concepto de “paz territorial” acuñado por el entonces alto comisionado para la paz), y plenamente conscientes de la función estratégica que este tema podía tener a la hora de conseguir un acuerdo con las FARC, los negociadores del Gobierno en La Habana apuntaron a incluir un punto sustantivo sobre desarrollo rural en la agenda de negociación. Este compromiso con la transformación del campo, que venía “desde arriba”, pues incluía tanto a las élites estatales como a las de la guerrilla, se vio reforzado por la movilización social, las políticas y programas progresistas ya en curso y el consenso de los expertos sobre la necesidad de una reforma rural. Segundo, la solidez del texto del acuerdo y su carácter cuasilegal obligaron al Estado a avanzar en el cumplimiento de las disposiciones definidas. En la medida en que el Gobierno tenía que cumplir con sus propios compromisos para asegurarse de que las FARC cumplieran con los suyos, se instauró una lógica positiva en la que se dieron una serie de arreglos y ajustes institucionales asociados con el agro que no existían antes. Así mismo, las partes negociadoras incorporaron en el acuerdo mecanismos excepcionales y procedimientos vinculantes, como los asociados a reformas constitucionales y planes de inversión a largo plazo, que catalizaron la institucionalización de los compromisos de la RRI.


Por otro lado, y a contracorriente con esta apertura, los patrones preexistentes de captura de la política de parte de la élite rural, junto a ciertas contradicciones dentro del Gobierno y la fuerte presión externa ejercida por la oposición política de derecha, provocaron un cierre de la ventana de oportunidad política. Estas fuerzas obstaculizaron el alcance de la transformación rural concebida en el acuerdo de paz desde el comienzo. Incluso antes de la negociación de la RRI, la trayectoria política del statu quo arraigada había fomentado durante décadas un ambiente institucional reacio al cambio distributivo. A lo largo del siglo XX las élites rurales (tanto en su variante rentista como agroindustrial) mantuvieron el poder económico que con el tiempo les permitió fortalecer el control sobre la política rural y ejercer su influencia política como herramienta para proteger sus intereses y principios. Esta trayectoria al final se tradujo en un sector agropecuario débil y fácil presa de la cooptación, con capacidades limitadas para poner en práctica las ambiciosas medidas de la RRI.


Además de enfrentar estos legados políticos, en el momento crítico de los diálogos de paz la agenda rural reformista también se vio expuesta a restricciones internas y externas que surgieron sobre la marcha. Internamente, el alistamiento y la implementación temprana de la RRI estuvieron marcados por la falta de coordinación entre los responsables políticos y las agencias encargadas de llevar a cabo las tareas. En lugar de estar completamente alineados con los objetivos para la paz que tenía el presidente, las instituciones del Gobierno estaban dominadas por agendas e intereses contrapuestos. Esta confusión burocrática se vio reforzada por las contradicciones en la estructura de poder político de Santos y por la pérdida de la capacidad de agencia para poner en práctica la agenda reformista de la RRI. Con el fin de mantener el apoyo tanto legislativo como electoral de su heterogénea coalición multipartidista, en especial el apoyo a los diálogos de paz, Santos pagó un precio muy alto: se vio obligado a nombrar ministros y directores de organismos sin ningún interés, e incluso en abierta oposición, a las medidas distributivas de la RRI.


Externamente, la ya de por sí débil capacidad de Gobierno para implementar el acuerdo de paz se vio todavía más afectada por la oposición que lideró el expresidente Álvaro Uribe Vélez. De forma paradójica, al reunir en una sola agenda temas que no habían estado antes relacionados entre sí, como el desarrollo rural, la justicia transicional y la participación política de los excombatientes de las FARC, el proceso de paz suscitó una dinámica política que jugó en contra de las mismas reformas a las que el acuerdo apuntaba. Como reacción a esta agenda, varios sectores políticos de derecha aunaron fuerzas con el fin de cuestionar la legitimidad general del acuerdo, incluyendo la de la RRI, por medio del uso estratégico de narrativas negativas. Al explotar hábilmente la animosidad de la opinión pública colombiana por las FARC y la baja popularidad de Santos, esta oposición atacó el acuerdo de paz y, al hacerlo, logró impulsar su propio poder político, blindar los intereses terratenientes que representaba y evadir cualquier tipo de responsabilidad sobre su participación en el conflicto armado. El plebiscito por la paz de octubre del 2016 le ofreció a esta coalición de derecha la gran oportunidad política para crecer y consolidarse como un bloque. Sobre la base de su victoria en el plebiscito, las fuerzas de la oposición se tomaron el poder cuando el candidato de Uribe, Iván Duque Márquez, ganó las elecciones presidenciales de 2018.


Con el fin de elucidar estos procesos contradictorios de apertura y cierre de oportunidades, se propone un marco teórico en el segundo capítulo, el cual, para explicar los resultados del limitado cambio en la política de desarrollo rural en Colombia dentro del contexto de los diálogos de paz, integra tres factores: la trayectoria política del statu quo, la excepcionalidad de la paz y la débil capacidad del Gobierno. Al reunir bajo una sola perspectiva los procesos estructurales de largo plazo, la dinámica política específica a la coyuntura de los diálogos de paz y el recorrido de la política sectorial, este marco teórico constituye una valiosa herramienta para analizar la interacción de las fuerzas que rodean la política de las políticas y programas de desarrollo rural en un contexto de transición negociada.


Además de esta contribución teórica, el estudio detallado que hace el libro sobre el caso colombiano contiene, al menos, tres contribuciones empíricas: primero, proporciona un análisis específico sobre el proceso de paz en La Habana que en la actualidad es de relevancia para esfuerzos de negociaciones de paz en todo el mundo. En este sentido, el libro describe el contexto político que condujo a las negociaciones de paz y analiza al detalle la manera como se incluyó el punto de desarrollo rural en la agenda de negociación para convertirse en el acuerdo sobre la Reforma Rural Integral. La segunda contribución que hace el libro es actualizar el conocimiento que existe sobre la política de desarrollo rural en Colombia al analizar las causas y consecuencias tanto históricas como recientes del antes y el después de los diálogos de paz y conectarlas con las tendencias económicas globales. Como tercera contribución, ofrece reflexiones sobre las dificultades que tuvo el Gobierno para implementar las medidas de desarrollo rural. Lo hace por medio del rastreo detallado de los diferentes tipos de obstáculos tanto internos como externos que enfrentó la administración de Santos, incluso la estrategia de oposición para debilitar la legitimidad del proceso de paz y de la implementación de la RRI.


IV. ENFOQUE


El argumento del libro se apoya en cuatro años de investigación, entre el 2014 y el 2018, y en los seis años de experiencia del autor como asesor del Gobierno, primero en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (2011-2012), y luego en la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, desde finales de 2012 a mediados de 2017, con una interrupción de veinte meses entre agosto de 2013 y marzo de 2015 en la que se concentró en sus estudios de doctorado. En el último cargo estuvo directamente involucrado en las negociaciones de paz como parte del equipo técnico que ayudó a preparar las propuestas sobre el punto de desarrollo rural. Más adelante, en la Dirección Temática, tuvo la responsabilidad de coordinar el trabajo del alistamiento que, liderado desde la Presidencia, llevó a cabo el Gobierno con el fin de preparar las distintas tareas para la implementación del acuerdo. Luego, durante el primer semestre de 2017, fue el secretario técnico de la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación (CSIVI) de parte del Gobierno. Estas labores le brindaron una perspectiva informada sobre el proceso de paz, así como una perspectiva más profunda del día a día del proceso de toma de decisiones sobre la política rural.


Durante el curso de esta investigación llevó a cabo más de cincuenta entrevistas semiestructuradas y ciento diez entrevistas informales en Bogotá y otras regiones de Colombia. Dentro de los entrevistados se cuentan funcionarios públicos de diferentes instituciones y niveles de burocracia, miembros de la dirección de las FARC, miembros de grupos empresariales y asociaciones de gremios agropecuarios, diplomáticos, líderes campesinos y analistas del conflicto y desarrollo rural. Complementó las entrevistas con la recopilación y el análisis de cientos de fuentes primarias de documentos institucionales y artículos de prensa relacionados con las negociaciones de paz y la política de desarrollo rural. Fueron fuentes de gran ayuda los informes y documentos públicos de las distintas entidades del Gobierno, en particular los de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, el Departamento de Planeación Nacional y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Así mismo, consultó artículos en los archivos del portal digital La Silla Vacía, la revista Semana y los periódicos El Espectador y El Tiempo, que fueron de gran ayuda a la hora de reconstruir las dinámicas políticas durante la coyuntura de los diálogos de paz. Como suplemento de estas fuentes primarias, llevó a cabo una extensa revisión de la literatura disponible sobre la historia agraria del país, los procesos de paz, la política agraria y los acuerdos políticos, además de la literatura comparada sobre economía política agraria, negociaciones de paz y cambio institucional, que fue fundamental para construir su marco teórico y ver el caso colombino a la luz de otros casos relevantes.


Aunque el libro se fundamenta en el caso colombiano, su objetivo es también contribuir al desarrollo de una teoría de la política del cambio en la política rural en contextos de transiciones negociadas. En este sentido, el estudio del caso específico de Colombia puede situarse dentro del universo de países que recientemente han experimentado (o experimentarán en un futuro cercano) transiciones negociadas con un componente agrario integrado a los acuerdos de paz6. Gracias a las preguntas teóricas que se exploran y al acceso directo del autor a las negociaciones de paz de La Habana y a las instituciones del Gobierno, el estudio se centra sobre todo en las dinámicas políticas de la toma de decisiones de alcance nacional y no aborda lo que ocurre en los territorios, los movimientos sociales o las comunidades. Sobre estos hay una literatura abundante que ha surgido en los últimos años, y que es esencial para comprender en la práctica en qué va la implementación en cuanto a su potencial distributivo. En el capítulo noveno se hace referencia a la necesidad de ampliar la investigación en esta dirección.


Cabe señalar también que la obra presenta un argumento in medias res y sin el beneficio de la reflexión a posteriori y la perspectiva histórica. La investigación se ha hecho en medio de las negociaciones y la implementación del acuerdo de paz. Por tanto, puede ser muy pronto para sacar conclusiones definitivas de una trayectoria que aún está en marcha. Sin embargo, el periodo que abarca el libro, los ocho años de la administración del expresidente Santos (2010-2018), ofrece un intervalo lo suficientemente extenso como para examinar las motivaciones y factores a favor y en contra de la reforma rural durante los años cruciales de la transición y de sus posibilidades en el futuro cercano.


V. ORGANIZACIÓN DEL LIBRO


El texto se estructura en nueve capítulos, incluida esta introducción. En el segundo capítulo se ofrece una descripción del marco teórico. Primero se analizan tres conjuntos de literatura relevante para abordar la pregunta sobre el cambio en la política de desarrollo rural en las transiciones negociadas: las explicaciones de economía política agraria sobre el cambio distributivo, las teorías institucionalistas sobre el cambio en la política pública y la investigación sobre acuerdos de paz e implementación. A pesar de las contribuciones pertinentes de cada uno de estos campos de la literatura, se sostiene que cada una, por sí sola, no logra explicar de manera suficientemente clara los acontecimientos que se han observado en Colombia durante el proceso de paz. Por consiguiente, y apoyándose en estos enfoques teóricos, se procede a proponer un nuevo marco que capture la compleja dinámica política de la reforma rural en circunstancias de paz negociada. En resumen, el marco integra variables de distintos niveles analíticos dentro de una explicación multicausal que contiene tres elementos cruciales para dar cuenta del resultado de un cambio limitado en la política rural: la trayectoria política del statu quo, la excepcionalidad de la paz y la débil capacidad del Gobierno. Aunque este marco tiene como objetivo explícito explicar dicho resultado en Colombia, podría ser de utilidad para estudiar resultados en otros casos relevantes.


En el capítulo tercero se ofrece una perspectiva histórica sobre el desarrollo rural en Colombia. Partiendo de la literatura sobre historia agraria, conflicto y construcción de Estado, se argumenta que es necesario ver la ventana de oportunidad de cambio que abrieron los diálogos de paz a la luz de las restricciones que impuso la trayectoria de statu quo, establecida décadas atrás y cuyo sesgo anticampesino, sumado a unos arreglos parcializados de toma de decisiones, ha creado con el tiempo un ambiente institucional adverso a las medidas distributivas. En consonancia con los estudiosos de la economía agraria crítica, en este capítulo se enfatiza la forma como las estructuras e instituciones preexistentes, en particular el dominio de las élites rurales sobre la política, representan un obstáculo considerable para la reforma rural. A lo largo del siglo XX las élites rurales mantuvieron con éxito su posición antidistributiva, protegiendo de múltiples maneras sus intereses, incluso de las reformas más leves. En el capítulo se describe lo que denomina la reproducción del poder de las élites rurales como el producto de tres procesos interrelacionados: la formación del grupo de interés de la élite rural, la ausencia de un gobierno central fuerte en las zonas rurales que enfrentara la expansión del conflicto armado y las tendencias estructurales y presiones que el mercado global ha ejercido sobre la agricultura durante las últimas cuatro décadas. El capítulo finaliza con el análisis de las políticas agrícolas más recientes en Colombia y hace hincapié en la política rural regresiva del expresidente Uribe.


La administración de Santos impulsó de forma inesperada una agenda rural reformista. Es necesario entender este giro como parte de la agenda más amplia del Gobierno encaminada a buscar una solución política con las FARC. En el capítulo cuarto se rastrean los principales acontecimientos que llevaron a los diálogos de paz: primero, se argumenta que la victoria militar estratégica del Estado colombiano sobre las FARC durante el curso de la década de dos mil desempeñó un papel fundamental para motivar al grupo guerrillero a negociar. Segundo, se considera que la llegada de Juan Manuel Santos al poder en 2010 es un importante punto de inflexión. Esta administración definió el carácter de los enfrentamientos con las FARC como un conflicto armado interno que podría tener una salida política, y además creó un contexto geopolítico propicio para una negociación al restaurar las relaciones con Ecuador y Venezuela y buscar el apoyo de los Estados Unidos y en general de la comunidad internacional. Tercero, los cambios en el liderazgo de las FARC durante la década de dos mil fueron cruciales para crear un espacio para la negociación, pues los nuevos comandantes se inclinaban hacia la búsqueda de una solución más pragmática y negociada. Por último, la estructura y el diseño del proceso de negociación fueron esenciales para convertir este contexto favorable en una oportunidad concreta para discutir el fin del conflicto con las FARC.


En el capítulo quinto se explica cómo se incluyó el tema de desarrollo rural en la agenda de negociación. Se argumenta que, en medio de las diferencias ideológicas entre las partes, en la agenda que se acordó las delegaciones lograron un marco en común sobre la forma de abordar el punto sobre desarrollo rural, estableciendo así las bases de las medidas que se discutieron durante la fase formal de la negociación. Para las FARC este punto significaba que en las negociaciones se abordaría una de sus exigencias históricas más importantes: la reforma agraria; mientras que para el Gobierno este punto no solo tenía como objetivo mantener a las FARC a bordo de las negociaciones, sino que además apuntaba al principal objetivo estratégico de los diálogos de paz: garantizar la no repetición del conflicto por medio de una agenda integral y transformativa de construcción de la paz. Por medio de un enfoque teórico constructivista, en el capítulo se demuestra cómo este marco en común solo fue posible porque cada una de las delegaciones contó con actores con la capacidad de tomar decisiones y movilizar ideas que convencerían a sus respectivas organizaciones sobre esta orientación reformista. Así mismo, en el capítulo también se muestra cómo la concepción reformista de esta élite negociadora tuvo viabilidad política gracias a un contexto de movilización social y el consenso de los expertos y la comunidad internacional sobre la necesidad de cerrar la brecha urbano-rural. Por otra parte, también se analizan las restricciones que enfrentó el mismo Gobierno con respecto al alcance de lo que era debatible en este punto, restricciones que tuvieron que ver, sobre todo, con la visión política y económica y las limitaciones del poder de Santos.


En el sexto capítulo se examina la forma como se llegó al acuerdo sobre la Reforma Rural Integral. El principal argumento es que el acuerdo parcial de veintiuna páginas que se logró sobre la RRI, y que incluía medidas concretas sobre el acceso a la tierra, los bienes públicos territoriales y los apoyos a la agricultura familiar, fue fundamental para que la política de desarrollo rural de Santos diera un giro hacia una orientación más distributiva y se alejara de la trayectoria de statu quo. Además, el acuerdo sobre la reforma de desarrollo rural sirvió para que las partes negociadoras en La Habana continuaran con los otros puntos de la agenda de los diálogos de paz. Definir unas medidas distributivas ambiciosas y detalladas, como la encaminada a destinar tres millones de hectáreas de tierras a los campesinos, fue crucial para demostrarle a la dirección de las FARC el compromiso fehaciente que el Gobierno tenía con llevar a cabo grandes reformas durante la fase de implementación y, por ende, incentivar su compromiso con deponer las armas como parte de la negociación. Desde un enfoque de política pública, la RRI también generó importantes efectos discursivos y concretos gracias a su solidez, excepcionalidad y contenido integral y específico. A diferencia de las medidas ordinarias de política social o económica, las medidas del acuerdo contaban con unos procesos especiales para su cumplimiento y mecanismos vinculantes, como el Plan Marco de Implementación, que incluía nuevos arreglos institucionales. Estas medidas sirvieron para cristalizar una agenda distributiva que ya se había puesto en marcha y que abrió un espacio dentro del camino neoliberal que se había trazado mucho antes. Para desarrollar este argumento, el capítulo empieza con un análisis general sobre el carácter de excepcionalidad y solidez del acuerdo, seguido por una evaluación más detallada del alcance de la RRI y sus medidas específicas. Más adelante se examinan los efectos que generó sobre las políticas públicas al identificar los mecanismos de implementación tanto jurídicos como financieros e institucionales a los que condujo y los cambios sectoriales que motivó.


En el capítulo séptimo se analiza la débil capacidad del Gobierno para implementar las medidas de la RRI. A diferencia de otros países asolados por la guerra, la explicación de por qué la implementación de la RRI ha sido tan limitada en Colombia no tiene que ver tanto con la ausencia generalizada del Estado, sino con procesos políticos y de políticas públicas que se deben rastrear de forma adecuada, pues son más complejos y matizados y ocurren tanto dentro como fuera del Gobierno. Por tanto, el capítulo examina la “caja negra” de la capacidad del Gobierno central por medio del análisis de tres factores diferentes, pero interrelacionados: la burocracia, el sistema político y los grupos de interés. Localizados en diferentes niveles, cada uno de estos elementos se enfoca en un centro de poder y dinámicas intergubernamentales diferentes. En conjunto, proporcionan un cuadro completo de las dificultades internas a la hora de adoptar las medidas del acuerdo de paz. Con respecto a la burocracia, en el capítulo se argumenta que hubo una falta de alineamiento entre los encargados de la toma de decisiones frente a la agenda de paz y una coordinación ineficaz entre las oficinas del Gobierno en la etapa de alistamiento de la implementación de la RRI. Con respecto al sistema político, en el capítulo se revela el alto costo que tuvo que pagar Santos por el apoyo que obtuvo de su coalición multipartidista para llevar a cabo las negociaciones de paz, pues durante la implementación hubo de asignar las instituciones responsables de convertir las medidas de la RRI en políticas efectivas a políticos sin ningún interés en avanzar la agenda distributiva. Por último, con respecto a los grupos de interés, en el capítulo se expone la manera como, gracias a su posición privilegiada, un sector de la élite agroindustrial logró influir en las decisiones sobre políticas públicas relacionadas con la implementación de las medidas sobre distribución de tierras en la RRI.


En el octavo capítulo se analizan las presiones externas que recibió la RRI. Rastrea la oposición de derecha que el expresidente Álvaro Uribe Vélez conformó en contra de Santos y el proceso de paz. Primero, se centra en comprender por qué Uribe se opuso al proceso de paz de manera tan vehemente, explicando sus propios motivos y los intereses económicos y políticos de su base electoral. Las tres motivaciones principales de esta oposición fueron: un cálculo político para ganar las elecciones presidenciales de 2018, la protección (legal e ilegal) de los intereses de los terratenientes y el intento por evadir responsabilidades con respecto a cualquier participación en el conflicto armado. Más adelante, en el mismo capítulo se describe cómo persiguió la oposición estos objetivos creando y difundiendo estratégicas de marcos de interpretación negativos. Al apelar a cuestiones morales en diferentes etapas de los diálogos de paz, como la “impunidad de las FARC”, estos marcos o narrativas blindaron sus intereses particulares, mientras debilitaban la legitimidad del proceso de paz al sobrepasar tanto en resonancia como en relevancia el discurso de paz del Gobierno. El incesante cuestionamiento del acuerdo de paz de parte de la oposición afectó la implementación de la RRI al menos de tres formas: primero, deterioró la credibilidad del proceso de paz frente a la ciudadanía, reduciendo la ventaja que tenía el Gobierno para llevar a cabo las ambiciosas reformas. Segundo, debilitó la mayoría del Gobierno en el Congreso durante la implementación. Tercero, la victoria del “no” en el plebiscito provocó un proceso de renegociación con el cual varias de las medidas de la RRI sufrieron pérdidas en contenido y alcance y llevó a la Corte Constitucional a limitar los procedimientos jurídicos especiales que permitían aprobar proyectos de ley respecto de la RRI.


En el capítulo noveno se desarrollan las conclusiones que reiteran el argumento general del libro y se ponen de resalto las implicaciones teóricas del marco que se construyó sobre el fundamento del caso colombiano para otros casos. Al partir de este marco desarrollado, el capítulo realiza un breve análisis comparativo de los casos de Guatemala, El Salvador, Sudáfrica y Nepal que ilustra algunas condiciones y factores que influyen en el resultado de política rural en contextos de transición. En el capítulo también se hace alusión a la agenda de investigación que abre el libro y, a manera de epílogo, se discuten los acontecimientos recientes de la implementación del acuerdo durante la actual administración. El gobierno de Duque ha enviado mensajes contradictorios frente a su compromiso con la implementación del acuerdo que han creado un contexto político desfavorable a la implementación. Lo que está en juego en la actualidad en el frágil contexto del posacuerdo es si Colombia perderá una vez más la oportunidad de resolver sus prolongados problemas rurales o no, lo que podría poner en riesgo lograr alcanzar la paz sostenible o entrar en un nuevo ciclo de violencia.
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1 Los estudios de Moore (1974), Paige (1975) y Skocpol (1979) se cuentan entre los mejores sobre cambios políticos. Entre los ejemplos de estudios sobre trayectorias políticas de larga duración o ausencia de cambio en medio de una crisis se encuentran los de Mahoney (2001) y Helleiner (2014).


2 En octubre de 2016 el presidente Juan Manuel Santos recibió el Premio Nobel de la Paz por sus esfuerzos por terminar el conflicto armado en Colombia.


3 En efecto, en su análisis de largo plazo del sistema político colombiano, López sostiene que los distintos procesos de paz en Colombia han constituido hitos dentro del proceso de construcción de Estado y de democratización de la sociedad colombiana.


4 De acuerdo con Berry (2017), la “paradoja colombiana” consiste en que el crecimiento económico relativamente bueno ha coexistido históricamente con el conflicto armado y violencias de todo tipo en el campo, así como con una exclusión masiva, que se ha traducido en altísimos niveles de informalidad y desigualdad. En un mismo sentido, Uribe López (2013) se refiere al “sesgo anticampesino” del modelo de desarrollo económico que ha tenido Colombia.


5 Véase, por ejemplo, Cederman, Skrede Gledistsch y Buhaug (2013); Cramer y Richards (2011); Cramer y Wood (2017); Grajales (2021).


6 Joshi, Quinn y Reagan (2015) definen un “acuerdo de paz comprensivo” considerando dos aspectos: la participación en la negociación de las partes principales del conflicto y la incorporación de los temas fundamentales subyacentes a la disputa en la negociación. Los autores identifican treinta y cuatro acuerdos de paz comprensivos entre 1989 y 2012. De estos, al menos cuatro contienen medidas sobre políticas de desarrollo rural que podrían compararse con las de Colombia, que son los de El Salvador, Guatemala, Nepal y Suráfrica.
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